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Novena. Nombramiento definitivo.
Transcurrido el plazo de presentación de la documenta-

ción, se procederá al nombramiento, en calidad de personal 
laboral, de los aspirantes propuestos por el Tribunal en el plazo 
máximo de un mes. Si en el plazo indicado y exceptuando los 
casos de fuerza mayor, los candidatos propuestos no presen-
taran su documentación o no reunieran los requisitos exigidos, 
no podrán ser nombrados y quedarán anuladas todas sus ac-
tuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que hubieran 
podido incurrir por falsedad en la instancia donde solicitaban 
tomar parte en el proceso selectivo.

En este caso, el Presidente de la Corporación o la autori-
dad en quien haya delegado, llevará a cabo el nombramiento 
de los que habiendo superado el proceso selectivo, tengan ca-
bida en el número de plazas convocadas a consecuencia de la 
anulación y figuren en el siguiente lugar al correspondiente al 
nombramiento anulado.

Estos nombramientos serán notificados a los interesados 
y publicados en el tablón de anuncios del Ayuntamiento.

Una vez efectuada esta notificación, los aspirantes nom-
brados deberán incorporarse al servicio del Ayuntamiento 
cuando sean requeridos, y siempre dentro del plazo máximo 
de 30 días hábiles a partir del siguiente a aquél en que le sea 
notificado el nombramiento.

Aquéllos que no tomen posesión en el plazo indicado, sin 
causa justificada, perderán todos sus derechos.

Décima. Incompatibilidades.
A las personas seleccionadas en esta convocatoria, les 

será de aplicación la normativa vigente en materia de incom-
patibilidades en el sector público, en cumplimiento de la cual 
el aspirante, en el momento del nombramiento, deberá rea-
lizar una declaración de las actividades que lleva a cabo, o 
solicitud de compatibilidad.

Undécima. Disposiciones finales.
En lo no previsto en las Bases, será de aplicación el Real 

Decreto 364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio de la 
Administración General del Estado y de Provisión de Puestos 
de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles 
de la Administración General del Estado; la Ley 30/1984, de 
Medidas para la Reforma de la Función Pública, el Real Decreto 
Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en ma-
teria de Régimen Local y la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regu-
ladora de las Bases de Régimen Local, así como el resto de 
disposiciones que le sean de aplicación.

Todos los avisos, citaciones y convocatorias que el Tribu-
nal haya de hacer a los aspirantes, que no sean las que obli-
gatoriamente se mencionan en estas bases, se realizarán por 
medio del tablón de anuncios.

La convocatoria, sus bases y aquellos actos administrati-
vos que se deriven de ésta y de las actuaciones del Tribunal, 
podrán ser impugnados por los interesados en los casos y de 
la manera establecida por la LRJPAC.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Pilas, 3 de noviembre de 2008.- El Alcalde, José L. Ortega 
Irizo.

ANUNCIO de 5 de noviembre de 2008, del Ayun-
tamiento de Vélez-Málaga, de corrección de errores al 
anuncio de bases de funcionario.

Mediante Decreto de Alcaldía núm. 5206/2008, de 6 de 
octubre de 2008, se acordó la aprobación de las bases para 
la provisión como funcionario de carrera de diversas plazas 

vacantes en la plantilla de personal funcionario de este Ayun-
tamiento de Vélez Málaga.

Pero como quiera que se ha detectado error en el Anexo 1 
y Anexo 2; por el presente y de conformidad con lo establecido 
en el art. 105.2 de la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, acuerdo que se proceda a la subsanación del citado 
error en el siguiente sentido:

Donde dice: «sistema de oposición...».

Debe decir: «sistema de concurso-oposición...».
 
Vélez-Málaga, 5 de noviembre de 2008.- El Concejal 

Delegado de Recursos Humanos, Fermín Domínguez Cabello.

EMPRESAS PÚBLICAS

RESOLUCIÓN de 5 de noviembre de 2008, de 
la Gerencia Provincial de Granada de la Empresa Pú-
blica de Suelo de Andalucía, por la que se declara 
resuelto contrato de arrendamiento que se cita (Ex-
pediente núm.: GR-85/170-V Grupo: GR-974/Finca.
SC_000060).

A N T E C E D E N T E S

I. La vivienda de promoción pública sita en C/ Urb. Ma-
dre Elvira núm. 60 en Pinos Puente (Granada), fue adjudicada 
a doña Dolores Fernández Carmona, en régimen de arrenda-
miento, firmándose el correspondiente contrato en documento 
administrativo.

II. Consta en el expediente que el adjudicatario no habita 
en la vivienda, ni tiene constituido en ella su domicilio habitual 
y permanente, sin causa que lo justifique, lo que supone que 
se incumple una obligación contractual y reglamentaria que 
resulta esencial y definidora del propio contrato de cesión.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I. Competencia. El Gerente Provincial de EPSA de Grana-
da es competente para resolver, como Administración pública 
institucional y propietaria de la citada vivienda, en virtud del 
acuerdo de 10 de octubre de 2006 por el que se cede a EPSA 
la titularidad de determinadas promociones de viviendas, loca-
les y garajes, vinculados o no, y suelos, propiedad de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

Es de aplicación la Resolución del director de 1 de abril 
de 2003, por la que se delegan en determinados Gerentes 
provinciales de EPSA, competencias administrativas en mate-
ria de gestión y administración del parque público de viviendas 
de promoción pública.

II. Legitimación. EPSA está legitimada activamente como 
Administración propietaria-arrendadora de la vivienda objeto 
de esta Resolución, así como pasivamente el interesado como 
adjudicatario-arrendatario de la misma.

III. Fondo del asunto. El art. 8 del Decreto 416/1990, de 
26 de diciembre, por el que se regula el régimen de arrenda-
miento para las viviendas de promoción pública en Andalucía 
considera como cláusula resolutoria expresa del contrato de 
arrendamiento la no ocupación habitual de la vivienda. Esta 
cláusula resolutoria de origen reglamentario es también con-
vencional al establecerse en los contratos de alquiler de todas 
las viviendas de promoción pública.

El art. 4 de la Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de Me-
didas para la vivienda protegida y el suelo, establece en su 
art. 4 que las viviendas protegidas se destinarán a residencia 
habitual y permanente, obligación que se señala igualmente 


